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VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA SEXTA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO 
ORDINARIO DE SESIONES DE LA SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA, 

CELEBRADA EL DÍA DIECINUEVE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE. 

 

En la ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, siendo las once horas con 

quince minutos del diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve, 

en la Sala de Sesiones del Palacio Juárez, Recinto Oficial del Poder 

Legislativo, reunidos los integrantes de la Sexagésima Tercera 

Legislatura, con fundamento en el artículo 42 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo, asume la Presidencia la Diputada Luz Guadalupe 

Mata Lara; actuando como secretarias las diputadas Mayra Vázquez 

Velázquez y Laura Yamili Flores Lozano; Presidenta dice, se pide a la 

Secretaría proceda a pasar lista de asistencia de las y los diputados 

que integran la Sexagésima Tercera Legislatura y hecho lo anterior, 

informe de su resultado; enseguida la Diputa Mayra Vázquez 

Velázquez, dice: buenos días, Diputada Luz Vera Díaz; Diputada 

Michaelle Brito Vázquez; Diputado Víctor Castro López; Diputado 

Javier Rafael Ortega Blancas; Diputada Mayra Vázquez Velázquez; 

Diputado Jesús Rolando Pérez Saavedra; Diputado José Luis Garrido 

Cruz; Diputada Ma. Del Rayo Netzahuatl Ilhuicatzi; Diputada María 

Felix Pluma Flores; Diputado José María Méndez Salgado; Diputado 

Ramiro Vivanco Chedraui; Diputada Ma. de Lourdes Montiel Cerón; 

Diputado Víctor Manuel Báez López; Diputado Miguel Ángel 

Covarrubias Cervantes; Diputada María Ana Bertha Mastranzo 

Corona; Diputada Leticia Hernández Pérez; Diputado Omar Milton 

López Avendaño; Diputada Laura Yamili Flores Lozano; Diputada Irma 

Yordana Garay Loredo; Diputada Maribel León Cruz; Diputada María 
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Isabel Casas Meneses; Diputada Luz Guadalupe Mata Lara; Diputada 

Patricia Jaramillo García; Diputado Miguel Piedras Díaz; Diputada 

Zonia Montiel Candaneda; Ciudadana Diputada Presidenta se 

encuentra presente la mayoría de las y los ciudadanos diputados que 

integran la Sexagésima Tercera Legislatura; Presidenta dice, en vista 

de que existe quórum, se declara legalmente instalada esta sesión, 

por lo tanto, se pone a consideración el contenido del orden del día, el 

que se integra de los siguientes puntos: 1. Lectura del acta de la 

sesión anterior, celebrada el día diecisiete de septiembre de dos mil 

diecinueve. 2. Lectura de la Iniciativa con Proyecto de Decreto, por el 

que se adiciona la fracción XII al artículo 9 de la Ley para la 

Prevención, Asistencia y Tratamiento de la Violencia Familiar en el 

Estado de Tlaxcala; que presenta la Diputada María Ana Bertha 

Mastranzo Corona. 3. Lectura de la Iniciativa con Proyecto de 

Decreto, por el que se reforma y adicionan diversas disposiciones de 

la Ley de Partidos Políticos para el Estado de Tlaxcala; que presenta 

el Diputado José Luis Garrido Cruz. 4. Primera lectura del Dictamen 

con Proyecto de Acuerdo, por el que se informa a la Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión que los trabajos de armonización 

con el contenido de la reforma constitucional en materia de derechos 

humanos publicada en el Diario Oficial el diez de julio de dos mil once, 

se han llevado a cabo mediante reformas a  diversas disposiciones de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala y 

publicadas en el Periódico Oficial el once de agosto de dos mil quince 

se cuenta con la Ley de Protección, Fomento y Desarrollo a la Cultura 

Indígena para el Estado de Tlaxcala donde se intuye “el derecho de 
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las personas, comunidades y pueblos indígenas a la autonomía y libre 

determinación en un marco que asegure el respeto a su identidad; que 

presenta la Comisión de Puntos Constitucionales, Gobernación y 

Justicia y Asuntos Políticos. 5. Primera lectura del Dictamen con 

Proyecto de Decreto, por el que se autoriza al Ayuntamiento del 

Municipio de Santa Isabel Xiloxoxtla, a ejercer actos de dominio 

respecto del predio rustico identificado como “Primera Fracción del 

Predio denominado Parixtla”, ubicado en esa municipalidad y celebrar 

contrato de donación a título gratuito, a favor de la Secretaría de 

Salud y del Organismo Público Descentralizado “Salud de Tlaxcala”; 

que presenta la Comisión de Puntos Constitucionales, Gobernación y 

Justicia y Asuntos Políticos. 6. Lectura de la correspondencia recibida 

por este Congreso del Estado. 7. Asuntos generales. Se somete a 

votación la aprobación del contenido del orden del día, quienes estén 

a favor porque se apruebe, sírvanse en manifestar su voluntad de 

manera económica; Secretaría: veintiún votos a favor; Presidenta: 

quienes estén por la negativa de que se apruebe sírvanse a 

manifestar su voluntad de manera económica; Secretaria: cero votos 

en contra; Presidenta dice, de acuerdo a la votación emitida se 

declara aprobado el orden del día por mayoría de votos. - - - - - - - - - -  

 

Presidenta dice, para desahogar el primer punto del orden del día, se 

pide a la Secretaría proceda a dar lectura al contenido del acta de la 

sesión ordinaria, celebra el diecisiete de septiembre de dos mil 

diecinueve; en uso de la palabra la Diputada Laura Yamili Flores 

Lozano dice, con el permiso de la Mesa, propongo se dispense la 
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lectura del acta de la sesión ordinaria, celebrada el diecisiete de 

septiembre de dos mil diecinueve y, se tenga por aprobada en los 

términos en que se desarrolló. Presidenta dice, se somete a votación 

la propuesta formulada por la Ciudadana Diputada Laura Yamili 

Flores Lozano, quienes estén a favor porque se apruebe, sírvanse en 

manifestar su voluntad de manera económica; Secretaría: veintiún 

votos a favor; Presidenta: quienes estén por la negativa de que se 

apruebe sírvanse a manifestar su voluntad de manera económica; 

Secretaria: cero votos en contra; Presidenta dice, de acuerdo a la 

votación emitida se declara aprobada la propuesta de mérito por 

mayoría de votos. En consecuencia, se dispensa la lectura del acta 

de la sesión ordinaria, celebrada el diecisiete de septiembre de dos 

mil diecinueve y, se tiene por aprobada en los términos en que se 

desarrolló. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Presidenta dice, para desahogar el segundo punto del orden del día, 

se pide a la Ciudadana Diputada María Ana Bertha Mastranzo 

Corona, proceda a dar lectura a la Iniciativa con Proyecto de Decreto, 

por el que se adiciona la fracción XII al artículo 9 de la Ley para la 

Prevención, Asistencia y Tratamiento de la Violencia Familiar en 

el Estado de Tlaxcala; la Diputada María Ana Bertha Mastranzo 

Corona dice, con el permiso de la mesa, a todo el público que nos 

acompaña, Presidenta, con su permiso, HONORABLE ASAMBLEA: 

La que suscribe Diputada MARÍA ANA BERTHA MASTRANZO 

CORONA, coordinadora del grupo parlamentario del partido 

Movimiento de Regeneración Nacional, MORENA, de la LXIII 
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Legislatura, en uso de las facultades que me confieren los artículos 

45, 46 fracción I, 48 y 54 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 9 fracción II y 10 apartado A 

fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Tlaxcala y 114 del Reglamento Interior del Congreso del Estado de 

Tlaxcala; me permito presentar ante esta Soberanía la presente 

Iniciativa con Proyecto de Decreto, mediante la cual se adiciona la 

fracción XII al artículo 9 de LEY PARA LA PREVENCIÓN, 

ASISTENCIA Y TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA FAMILIAR EN 

EL ESTADO DE TLAXCALA, con base en la siguiente: EXPOSICIÓN 

DE MOTIVOS. La violencia contra las mujeres es un problema de 

salud pública porque afecta la integridad física y emocional de quienes 

lo padecen y de las niñas y niños que la atestiguan y/o la sufren 

directamente y es además una violación a sus derechos humanos, en 

particular a su derecho a una vida libre de violencia que requiere ser 

atendido por el sistema de justicia. La falta de denuncia por parte de 

las víctimas y que no todas las agresiones son constitutivas de un 

delito, hacen de las encuestas el mejor método para acercarse a las 

cifras reales de las víctimas de los diferentes tipos de violencia, en 

nuestro país, algunas de las encuestas más importantes que se han 

realizado para aproximarse a las dimensiones de este problema son: 

La estructura y la dinámica social han hecho de la calle el lugar de 

más riesgo para hombres y mujeres, sin embargo el hogar 

tradicionalmente considerado como un espacio seguro tampoco lo ha 

sido para todas las mujeres ya que un número importante de ellas 

experimentan violencia de pareja con mayor frecuencia en ese 
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espacio que a veces culmina con su muerte, en 2008 cuatro de cada 

10 homicidios cometidos contra mujeres ocurrieron en su hogar y el 

resto en la vía pública, centros de recreo y otros lugares. La Encuesta 

Nacional sobre Violencia contra las Mujeres 2003 (ENVIM) reportó 

que la violencia física además de secuelas emocionales y corporales 

tiene repercusiones económicas que se expresan en la utilización de 

servicios de salud y en la actividad productiva de la mujer, del total de 

mujeres entrevistadas 6.9% aseguró que se ha visto obligada a 

cambiar de trabajo y 5.4% perdió́ su empleo alguna vez como 

consecuencia de la violencia sufrida. A partir de los resultados de la 

Encuesta Nacional sobre violencia contra mujeres (ENVIM) 2016, la 

Secretaría de Salud reconoció́ la violencia contra las mujeres como un 

problema de salud pública y de alta prioridad por su prevalencia y del 

total de entrevistadas 33.3% refirió́ vivir violencia de pareja y 60% 

haberla vivido alguna vez en su vida, mientras que por tipo de 

violencia  28.5% reportó violencia psicológica, seguida de la física 

(16.5%), la sexual (12.7%) y la económica, con 4.4%, las mujeres que 

refirieron violencia sexual tienen antecedentes de abuso sexual en la 

infancia (13.3%) y alguna vez en su vida (25.2%). El INMUJERES, el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) y el Fondo de 

Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) realizaron 

en 2017 la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en 

los Hogares, los resultados revelaron que 46.5% de las mujeres 

mexicanas de 15 años y mayores de edad, casadas o unidas, reportó 

haber sufrido alguna forma de violencia por parte de su pareja durante 

los 12 meses previos a la entrevista (38.4% violencia emocional, 



 

 

 
 
 

 

 

7 

29.3% violencia económica, 9.3% violencia física y 7.8% violencia 

sexual). Para obtener información estadística que diera cuenta de los 

tipos de violencia contra las mujeres en todos los estados conyugales 

y en sus distintas modalidades, en 2018 se repitió́ el esfuerzo y de 

acuerdo con la ENDIREH (Encuesta Nacional sobre la dinámica de las 

relaciones en los hogares) 2018,  siete de cada diez mujeres 

mexicanas de 15 años y más de edad ha vivido al menos una 

situación de violencia de género, ya sea en el ámbito comunitario, 

escolar o laboral, o en el espacio familiar o de pareja. Otros factores 

que inciden en la violencia hacia las mujeres son los estereotipos de 

género que prevalecen en nuestra cultura y así ́ lo muestran los 

resultados de dos encuestas realizadas por el Consejo Nacional para 

Prevenir la Discriminación (CONAPRED) y la Secretaría de Desarrollo 

Social (SEDESOL) los cuales muestran lo siguiente: ●21.7% de las 

personas encuestadas por el CONAPRED piensa que es natural que 

a las mujeres se les prohíban más actividades que a los hombres. 

●14.5% asegura que no hay que gastar tanto en la educación de las 

hijas porque se casan. ●40% afirma que las mujeres que quieran 

trabajar, lo deben hacer en tareas propias de su sexo. ●21% que las 

mujeres tienen menos capacidad que los hombres para ejercer cargos 

importantes. ●23% está de acuerdo con que muchas mujeres son 

violadas porque provocan a los hombres. ●16.3% declaró que la 

violencia forma parte de la naturaleza humana y 13% opina que los 

hombres les pegan a las mujeres por instinto. ●Un estudio realizado 

por el INMUJERES y la Universidad del Valle de México en mujeres 

de 15 a 18 años de edad, estudiantes de bachillerato del país, reveló 
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que 31.1% aseguró haber sufrido violencia en su noviazgo, en general 

esta población asume la violencia familiar como un problema de 

personas adultas y son pocos/as quienes la reconocen como parte de 

su dinámica de relación. La violencia familiar repercute en la salud 

física y mental, las víctimas de esta violencia presentan un estado 

físico, emocional y mental particular y desarrollan comportamientos 

específicos que precisan de una atención integral de los refugios, por 

lo que la detección y la atención profesional y especializada son 

fundamentales para romper con la violencia y facilitar la recuperación 

de la víctima y de las personas que dependen de ella, la experiencia 

de quienes atienden directamente a estas víctimas, así ́ como los 

reportes de las encuestas nacionales sobre violencia, señalan que en 

ocasiones presentan síntomas y repercusiones evidentes de muy 

diversa índole, como: ●Físicas dolores de cabeza, caída de cabello, 

perdida o aumento del apetito, ansiedad crónica, fatiga, problemas 

digestivos, alteraciones menstruales, perdida del interés por las 

relaciones sexuales, descuido de su cuerpo, ausencia del placer, 

aversión o fobia sexual, dispareunia (coito con dolor), anorgasmia 

(perdida del orgasmo), vaginismo (contracción involuntaria de los 

músculos de la entrada de la vagina que impide la penetración) y otras 

repercusiones en su sexualidad. ●Psíquicas depresión, apatía, 

trastornos del sueño, pesadillas y pensamientos obsesivos en relación 

con el agresor, temor continuo, dificultades de concentración, 

ansiedad extrema y una respuesta de alerta y sobresalto 

permanentes, abuso en el consumo de alcohol y drogas, irritabilidad y 

comportamiento suicida. La Organización Mundial de la Salud (OMS) 
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refiere que los efectos de la violencia pueden prolongarse más allá del 

maltrato inicial y ocasionar discapacidades permanentes, como 

lesiones medulares o cerebrales, mutilaciones e incluso la muerte, 

estas señales sin embargo no son tan evidentes en todos los casos, 

por ello es necesario apoyarse más en la observación y detectar otros 

síntomas que pudieran constituir evidencias o pruebas relevantes, 

como la pasividad, fatiga, carencia de energía para actividades 

diferentes a las tareas domésticas mínimas o los cuidados más 

imprescindibles de sus hijas e hijos. Con frecuencia, la víctima se 

siente responsable de la violencia e intenta una y otra vez cambiar las 

conductas del agresor, por lo que desarrolla sentimientos de fracaso y 

de culpa por ser incapaz de romper con la relación, por mentir y 

encubrir al agresor, por tener contactos sexuales a su pesar y por 

“tolerar” la violencia hacia sus hijas e hijos a ello se añade la 

vergüenza social y los límites que el propio agresor le establece para 

aislarla de la familia y amistades, y que deteriora sus redes de apoyo 

y de este modo la víctima depende en varios aspectos de su pareja, 

quien a su vez, aumenta el control sobre ella. Ante una situación de 

violencia extrema en su hogar, las victimas se ven obligadas a huir en 

búsqueda de un lugar seguro donde puedan resguardarse por un 

tiempo breve para proteger su integridad, su vida y la de sus hijas e 

hijos, por lo que en México, los primeros albergues surgieron por 

iniciativa de la sociedad civil, como una tarea solidaria, basándose en 

la experiencia de otros países, posteriormente, se constituyen algunos 

más de organizaciones de la sociedad civil y del gobierno en otros 

estados de la República. Los albergues forman parte de una red de 
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servicios especializados dirigidos a apoyar a las mujeres víctimas de 

violencia y el auxilio que otorgan, puede representar la diferencia 

entre la vida y la muerte para una mujer, en México existen 66 

albergues en algunas entidades federativas; uno de ellos es mixto, es 

decir está a cargo de una Organización de Sociedad Civil (OSC) y del 

municipio, los albergues son espacios de alta seguridad y su 

ubicación es confidencial, su infraestructura, equipamiento y personal 

están adaptados y capacitados para proporcionar servicios de 

protección y atención integral a las mujeres víctimas de violencia; 

pueden ser de puertas abiertas o cerradas, según la valoración del 

riesgo que enfrenta la víctima y algunos pueden variar sus 

condiciones de operación, pero no su objetivo general. El objetivo 

principal de estos albergues es brindar protección, atención integral y 

especializada desde las perspectivas de género y derechos humanos, 

a las mujeres víctimas de violencia, sus hijas e hijos, en situación de 

riesgo, cuando así ́ lo soliciten, y de esta manera contribuir a que 

superen la situación de violencia y facilitar su proceso de 

empoderamiento y ciudadanía, otros de estos objetivos son: 1. 

Proporcionar seguridad y protección a las mujeres víctimas de 

violencia, sus hijas e hijos con el fin de salvaguardar su integridad 

física e incluso su vida. 2. Proyectar y poner en marcha una 

intervención adecuada para cada caso, acorde con la evaluación y 

clasificación del daño causado por la violencia. 3. Atender las lesiones 

y padecimientos físicos. 4. Otorgar atención psicológica a las mujeres 

víctimas, a niñas y a niños. 5. Dotar de herramientas que posibiliten a 

las víctimas directas e indirectas (testigos de la violencia) desactivar la 
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reproducción de patrones de conducta violentos. 6. Suministrar 

orientación y atención jurídica especializada sobre los derechos que 

asisten a las víctimas y, en caso necesario, representarlas o darles 

acompañamiento legal. 7. Potenciar las destrezas, capacidades, 

habilidades y actitudes personales de las víctimas para que sean 

autosuficientes, autónomas e independientes en la toma de 

decisiones mediante el conocimiento de herramientas enfocadas a 

esos propósitos. 8. Acompañar a las víctimas para que, al egresar del 

albergue, desarrollen un proyecto de vida sin violencia. Las mujeres 

víctimas de violencia de género mayores de edad, solas o en 

compañía de sus hijas e hijos menores de 18 años de edad que, 

previa valoración y referenciación por el centro o institución 

acreditada, se encuentren en situación de alto riesgo y carezcan de 

redes de apoyo, también pueden ingresar mujeres menores de 18 

años que hayan estado unidas en pareja, o vivido algún tipo de 

violencia de género que ponga en riesgo su vida e integridad física, 

previa valoración y referenciación al albergue por algún centro o 

institución acreditada, así ́ como niñas, niños y adolescentes, previa 

solicitud firmada por la madre y/o el padre, tutor legalmente designado 

o por quien ejerza la patria potestad, en caso de no cubrir este 

requisito, pueden ingresar al refugio a petición de la Procuraduría del 

Menor y la Familia del DIF o del juez competente y, en casos de 

emergencia, por el Ministerio Público, como medida precautoria. Un 

albergue es un espacio temporal que ofrece servicios de protección, 

alojamiento y atención con perspectiva de género a mujeres, sus hijas 

y sus hijos que viven en situación de violencia familiar o de género 
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extrema, en él también se les brinda seguridad, se les facilita la 

recuperación de su autonomía y se les apoya para hacer un plan de 

vida libre de violencia. Muchas de las mujeres que ahí llegan son 

analfabetas y tienen la oportunidad de concluir la primaria, algunos de 

los servicios que se ofrecen en los a las usuarias y, en su caso, a sus 

hijas e hijos los siguientes servicios especializados de forma gratuita: 

●Protección y seguridad, ●Hospedaje ●Alimentación, ●Vestido y 

calzado, ●Referencia para la atención médica integral, ●Servicio de 

enfermería, ●Asesoría jurídica, ●Atención psicológica, ●Programas 

reeducativos integrales para que logren estar en condiciones de 

participar plenamente en la vida privada, pública y social, 

●Capacitación, para que puedan adquirir conocimientos y habilidades 

para el desempeño de una actividad laboral, y Bolsa de trabajo, con la 

finalidad de que puedan tener una actividad laboral remunerada. Los 

albergues tienen como función garantizar un espacio seguro y digno 

de alojamiento temporal, proporcionar a las mujeres la atención 

necesaria para su recuperación física y psicológica, que les permita 

participar plenamente en la vida privada, pública y social, favorecer la 

toma de conciencia individual y colectiva, a fin de promover la 

autonomía de las mujeres para el ejercicio pleno de sus derechos, 

apoyar un proceso de toma de decisiones hacia una vida libre de 

violencia y ofrecer atención integral en las áreas de necesidades 

básicas, apoyo emocional, salud, protección legal, social, educativa y 

productiva. La comunidad internacional, a través de diversos 

mecanismos para la promoción y defensa de los derechos humanos 

de las mujeres, ha logrado que la violencia contra las mujeres sea 
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reconocida como un problema de gran importancia al incorporarlo en 

las agendas públicas de los Estados que forman parte de dichos 

mecanismos, el Estado mexicano ha ratificado los principales 

instrumentos internacionales de derechos humanos, dos de los cuales 

se vinculan de manera específica con los derechos humanos de las 

mujeres: la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (ceda, por sus siglas en inglés) y la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer (conocida como Convención de Belém do 

Pará). En marzo de 1981, México ratificó la ceda –adoptada por la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en 

1979– así ́como su Protocolo Facultativo, en marzo de 2002, la ceda 

es reconocida como el principal instrumento para la promoción y 

protección de los derechos humanos de las mujeres, ya que 

puntualiza que las mujeres son objeto de importantes 

discriminaciones, que violan los principios de igualdad de derechos y 

el respeto a la dignidad humana, como lo explica en su preámbulo. La 

ceda identifica las áreas en que la discriminación contra las mujeres 

ha sido notoria: matrimonio, familia, empleo, así ́ como salud, 

educación y participación política, se trata del primer instrumento que 

reconoce que los patrones socioculturales de género deben ser 

modificados con el fin de eliminar los prejuicios y las prácticas 

consuetudinarias y de cualquier otra índole, que estén basadas en la 

idea de inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en 

circunstancias en las que se realicen actividades estereotipadas de 

hombres y mujeres. En el caso específico de la violencia contra las 
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mujeres, se han formulado algunas recomendaciones generales: en la 

Recomendación General número 19, el Comité́ afirma que la violencia 

contra la mujer es una forma de discriminación que impide el goce de 

derechos y libertades en favor de la igualdad con el hombre y 

establece para los Estados Parte diversas medidas para apoyar a los 

refugios. En el ámbito interamericano, el Estado mexicano ratificó el 

12 de noviembre de 1998 la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer o 

“Convención de Belém do Pará”, adoptada en el XXVI Periodo 

Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de 

Estados Americanos (OEA) en 1994, que tutela el derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia. En el preámbulo de la 

Convención, la Asamblea General de la OEA externa su preocupación 

respecto a la violencia generalizada en contra de las mujeres, sin 

distinción de etnia, clase, religión, edad o cualquier otra condición, 

además de destacar que constituye una ofensa a la dignidad humana 

y una manifestación de las relaciones de poder históricamente 

desiguales entre hombres y mujeres. Contar con un marco jurídico 

que además de cumplir con los tratados internacionales ratificados por 

México describa la violencia hacia las mujeres en sus diversas 

modalidades y posibilite la aplicación de sanciones y de medidas de 

protección, es un primer paso para erradicar prácticas jurídicas y 

consuetudinarias que respaldan su persistencia o tolerancia, dando 

paso a un efectivo acceso de las mujeres a una vida libre de violencia. 

México cuenta con el siguiente marco jurídico en la materia: 

●Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. ●Ley del 
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Instituto Nacional de las Mujeres. ●Ley General para la Igualdad entre 

Mujeres y Hombres. ●Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia (LGAMVLV) y su Reglamento. ●Ley Federal 

para Prevenir y Eliminar la Discriminación. ●Ley para la Protección de 

los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. ●Ley para Prevenir y 

Sancionar la Trata de Personas. ●Norma Oficial Mexicana nom-046-

ssa2-2005. Violencia familiar, sexual y contra las mujeres. La violencia 

que los hombres ejercen contra las mujeres representa una forma de 

discriminación que inhibe la capacidad de las mujeres de ejercer sus 

derechos y libertades y se considera la expresión más clara de 

ejercicio del poder y de las persistentes desigualdades entre mujeres 

y hombres y una expresión particular de la violencia y la más común 

es la ejercida por la pareja, que puede llevar incluso a la muerte y 

cuyas consecuencias no solamente repercuten en las mujeres sino 

también en sus hijas e hijos, por lo que los refugios para mujeres en 

situación de violencia son necesarios para atender a las mujeres que 

son víctimas de violencia extrema y a sus hijas e hijos. Con base en la 

exposición que motiva esta Iniciativa, me permito presentar ante esta 

Soberanía la siguiente: INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO. 

ARTÍCULO ÚNICO. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos: 

45, 46 fracción I, 48 y 54 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 9 fracción II y 10 apartado A 

fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Tlaxcala y 114 del Reglamento Interior del Congreso del Estado de 

Tlaxcala, se ADICIONA la fracción XII al artículo 9 de la LEY PARA 

LA PREVENCIÓN, ASISTENCIA Y TRATAMIENTO DE LA 
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VIOLENCIA FAMILIAR EN EL ESTADO DE TLAXCALA, para 

quedar como sigue: Artículo 9. La Comisión Técnica tendrá las 

facultades siguientes: I. a la XI …; XII. Proponer y promover la 

celebración de convenios o acuerdos con instituciones públicas o 

privadas para que en el caso que cuenten con albergues, las víctimas 

de violencia familiar, sean canalizadas a éstos lugares para 

salvaguardar su integridad, procurando que cuenten con las medidas 

de seguridad necesarias; ARTÍCULOS TRANSITORIOS. Primero. El 

presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 

en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, sin perjuicio de lo 

dispuesto en los siguientes artículos transitorios. Segundo. Se 

derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

AL EJECUTIVO PARA QUE LO SANCIONE Y MANDE PUBLICAR. 

Dado en la sala de Sesiones del Palacio Juárez, Recinto Oficial del 

Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, en la 

Ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, a los 10 días del mes de 

septiembre de dos mil diecinueve, es cuanto, Presidenta; Presidenta 

dice, de la iniciativa dada a conocer, túrnese a las comisiones unidas 

de la Familia y su Desarrollo Integral, y a la de Puntos 

Constitucionales, Gobernación y Justicia y Asuntos Políticos, para su 

estudio, análisis y dictamen correspondiente. Se comisiona a los 

ciudadanos diputados Maria Felix Pluma Flores, Jesús Rolando Pérez 

Saavedra y Víctor Manuel Báez López, para que atiendan a los 

vecinos de la comunidad de Atlamaxac en el Salón Blanco. - - - - - - - -  

 

Presidenta dice, continuando con el tercer punto del orden del día, se 
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pide al Diputado José Luis Garrido Cruz, proceda a dar lectura a la 

Iniciativa con Proyecto de Decreto, por el que se reforma y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley de Partidos Políticos 

para el Estado de Tlaxcala; el Diputado José Luis Garrido Cruz dice, 

gracias, muchas gracias Presidenta, con su venia, diputadas y 

diputados, muy buen día, medios de comunicación, público en general 

que nos acompaña en esta mañana, CON EL PERMISO DE LA 

MESA DIRECTIVA, TITULARES DEL PODER LEGISLATIVO. 

HONORABLE ASAMBLEA: José Luis Garrido Cruz, bajo el carácter 

de Diputado y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido 

Encuentro Social de la Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso 

del Estado de Tlaxcala; con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 45, 46 fracción I, 47, 48 y 54 fracción II de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 9 fracción II, 10 

apartado A fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de Tlaxcala; y, 114 del Reglamento Interior del Congreso del 

Estado de Tlaxcala; someto a consideración, respetuosamente, de 

esta Soberanía, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO, POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PARTIDOS 

POLÍTICOS PARA EL ESTADO DE TLAXCALA; lo anterior, al tenor 

de la siguiente: EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. Las candidaturas 

comunes y las coaliciones electorales son, de manera general, dos 

mecanismos contemplados por el derecho electoral en el que dos o 

más partidos deciden participar con un mismo candidato en una 

elección determinada. Sin embargo, a pesar de tener el mismo fin, en 
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ambas figuras se encuentran diferencias sustantivas. Si pretendemos 

entender el verdadero centro de la discusión que recientemente se ha 

desatado, es menester comprender con toda claridad en qué 

consisten las candidaturas ciudadanas. No se falta a la verdad cuando 

se afirma que, muchas veces, los estudiosos del derecho comparado 

tenemos una mejor comprensión de aquellas cuestiones legislativas 

de índole nacional y, por supuesto, sobremanera, de carácter local o 

incluso municipal. Por ello, y dado que durante los últimos procesos 

electorales federales las coaliciones han sido una constante, 

comenzaremos explicando el contenido y alcance de las candidaturas 

comunes, figura presente en algunas legislaciones locales. Por 

ejemplo, lo son las candidaturas comunes, contempladas hasta hace 

algunos días en el Código Electoral del Estado de México; que 

consisten, según el artículo 76 de dicho ordenamiento, en la 

postulación de un mismo candidato, una misma planilla o fórmula de 

candidatos, en una demarcación electoral, por dos o más partidos 

políticos, designados previo acuerdo estatutario que emitan los 

partidos políticos respectivos. Más adelante en el mismo precepto 

está el verdadero fondo del asunto, cuando se señala que, 

independientemente de la postulación común que hagan los partidos, 

cada uno de ellos conservará los derechos, obligaciones y 

prerrogativas que les correspondan. Adicionalmente, continúa el 

artículo 76 prescribiendo que, el número de votos que el candidato 

común reciba se podrá computar ya sea al candidato común de forma 

directa, o bien a cada uno de los partidos que participan en la 

candidatura común. Ahora bien, en el contexto político local y bajo 
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esa misma prescripción, –comparativamente hablando al 

reconocer, promover, respetar, proteger y garantizar 

gradualmente de forma progresiva la figura de la candidatura 

común– la pretensión legislativa en comento tiene como objeto 

legitimar a través de la norma jurídica de carácter electoral lo 

referente a mantener los derechos, garantías y prerrogativas de 

los partidos políticos con registro local aunque hayan perdido su 

estatus nacional, toda vez que no son institutos políticos de 

nueva creación; primero, porque se encuentran representados en la 

asamblea legislativa local y, segundo, ya que obtuvieron más del tres 

punto ciento y veinticinco por ciento de la votación inmediata anterior. 

Luego, tales órganos de transformación político-social en la entidad 

podrán coaligarse sin menoscabo alguno con todo el financiamiento 

respectivo en la elección próxima venidera. Por otra parte, habrá que 

decir que la coalición electoral igualmente busca postular a un cargo 

de elección popular a una misma persona como candidato de dos o 

más partidos. Sin embargo, y en oposición a las candidaturas 

comunes, las coaliciones representan prácticamente la suma total de 

los partidos participantes y su amalgamiento como un solo actor frente 

a las autoridades electorales. Dicho de otra manera, las coaliciones 

representan un compromiso absoluto de los partidos involucrados 

respecto de un proyecto no sólo al momento de buscar el voto del 

electorado, sino en los tiempos posteriores a la jornada electoral. 

Pareciera que las características de cada figura hasta ahora 

señaladas no representan grandes diferencias, pero como veremos a 

continuación esto no es así. Hemos ya dicho que tanto candidaturas 
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comunes como coaliciones electorales buscan la suma de fuerzas 

para impulsar un mismo proyecto. Pero ¿qué pasa una vez que 

concluye la jornada electoral? Cada una de ellas toma un camino 

distinto. Mientras que en la candidatura común se realiza un cómputo 

de votos específico para ésta y otro para cada uno de los partidos 

participantes, en la coalición éste se realiza de forma única, y la 

asignación de porcentajes de votación a cada uno de los partidos se 

sujeta a lo que, previamente, cada uno de ellos determinó en un 

convenio suscrito por sus representantes. Ejemplo 1: Los partidos 

políticos A, B, C y D deciden, en la elección de gobernador, unirse 

bajo la figura de candidatura común en torno al candidato X. Cada uno 

de ellos conservará las obligaciones, derechos y prerrogativas que 

señala el código electoral, por lo que los cuatro partidos recibirán el 

financiamiento público respectivo y podrán contar con representantes 

ante la autoridad electoral. El día de la jornada electoral, las boletas 

contendrán las siguientes opciones: partido A, candidato X; partido B, 

candidato X; partido C, candidato X, y partido D, candidato X. Esto es, 

cada partido aparecerá en la boleta electoral y el nombre del 

candidato en cuestión aparecerá tantas veces como partidos se hayan 

sumado a la candidatura común. Al momento de hacer el cómputo, 

cada partido recibirá tantos votos como personas hayan marcado una 

opción en particular, lo que significará un mayor o menor 

financiamiento público en el futuro. Ejemplo 2: Los partidos políticos A, 

B, C y D deciden, en la elección de gobernador, unirse bajo la figura 

de coalición electoral en torno al candidato X. Para realizarla, firman 

un convenio en el que acuerdan, entre otros aspectos, un mismo 



 

 

 
 
 

 

 

21 

emblema, el monto del financiamiento público que cada partido 

aportará a la coalición, el nombre de su representante único ante la 

autoridad electoral, el porcentaje de votación que se asignará a cada 

uno de los partidos y la prelación para la conservación del registro en 

caso de no alcanzar el porcentaje mínimo. El día de la jornada 

electoral, las boletas aparecerán con el nombre y emblema de la 

coalición ABCD y el del candidato X. Esto es, el elector sólo tendrá 

una opción para votar por el candidato X, y no cuatro como en el 

ejemplo 1. Una vez realizado el cómputo, éste se hará atendiendo a lo 

establecido por el convenio respectivo, y el financiamiento público 

futuro se hará conforme a dicha asignación de porcentajes de 

votación. De manera general, estas son las principales diferencias 

entre las candidaturas comunes y las coaliciones electorales. Ahora 

bien, en cuanto a la pregunta relativa a la supuesta limitación que con 

esta reforma tendrían los partidos políticos para sumar esfuerzos en 

torno a un mismo candidato, la respuesta es que mientras las 

coaliciones electorales persistan en el Código Electoral del Estado de 

México, verbigracia, los partidos podrán aliarse en torno a un mismo 

candidato y plataforma electoral. Si bien las formas y requisitos para 

una coalición electoral son distintos a los de una candidatura común, 

no menos cierto es que los partidos conservan el derecho a buscar 

coincidencias entre ellos y sus proyectos políticos y ofrecerlos de 

manera conjunta al electorado. Además, en oposición a lo que en 

reiteradas ocasiones han señalado actores de distintos partidos que 

se sienten agraviados con la reforma, así como académicos que 

propugnan por contar con el mayor número de figuras posibles que 
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alienten la participación ciudadana en la vida política, el supuesto 

atentado a la democracia no es sino una visión parcial de la realidad. 

La eliminación de las candidaturas comunes no implica la restricción 

de los partidos a aliarse, lo que sí podría ser considerado como una 

afrenta a la democracia y a la pluralidad. Adicionalmente, y en nombre 

de la democracia, conviene recordar que los procesos electorales 

están basados en la legalidad y la pluralidad, pero también en la 

equidad de las contiendas. Este factor, el de equidad, se convierte en 

piedra angular de la reciente reforma. De hecho, en la reforma 

constitucional de dos mil catorce, el Constituyente Permanente, 

especificó que un sistema de partidos mayormente representativos 

constituye una base importante para el surgimiento de conductas 

políticas responsables. Asimismo, señaló que el derecho de 

asociación política queda intocado, ya que de ningún modo se 

pronunció sobre el particular, sino sobre el requisito de votación que 

debe acreditar el partido político para conservar su registro. Esto se 

patentizó en las prescripciones normativas modificadas, esto es, en 

los artículos 41, Base I, párrafo cuarto y 116, párrafo segundo, 

fracción IV, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en las que el Poder Reformador de la Constitución 

estableció lo siguiente: “Artículo 41. […] La renovación de los 

poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones 

libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases: I. […] 

Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las 

elecciones de las entidades federativas y municipales. El partido 

político nacional que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total 
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de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se 

celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o de las Cámaras del 

Congreso de la Unión, le será cancelado el registro. […]”. “Artículo 

116. […] [...] IV. [...] El partido político local que no obtenga, al menos, 

el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera 

de las elecciones que se celebran para la renovación del Poder 

Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta 

disposición no será aplicable para los partidos políticos nacionales 

que participen en las elecciones locales- [...]”. En congruencia con tal 

precepto, el veintitrés de mayo de dos mil catorce, se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se expidió la Ley 

General de Partidos Políticos, en la cual el legislador permanente, en 

el artículo 94, dispuso: “Artículo 94. 1. Son causa de pérdida de 

registro de un partido político: […] b) No obtener en la elección 

ordinaria inmediata anterior, por lo menos el tres por ciento de la 

votación válida emitida en alguna de las elecciones para diputados, 

senadores o Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose 

de Partidos Políticos Nacionales, y de Gobernador, diputados a las 

legislaturas locales y ayuntamientos, así como de Jefe de Gobierno, 

diputados a la Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos 

político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito 

Federal, tratándose de un partido político local; c) No obtener por lo 

menos el tres por ciento de la votación válida emitida en alguna de las 

elecciones federales ordinarias para Diputados, Senadores o 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de un 

Partido Político Nacional, o de Gobernador, diputados a las 
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legislaturas locales y ayuntamientos, así como de Jefe de Gobierno, 

diputados a la Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos 

político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito 

Federal, tratándose de un partido político local, si participa coaligado; 

[…]”. Como se aprecia, del precepto trasunto se desprende que el 

legislador estableció un nuevo porcentaje de sufragios en las 

contiendas electorales federales para que los partidos políticos 

mantengan su registro, conforme a lo siguiente: “Siguió dotando a los 

ciudadanos del poder de decisión en las urnas, para que a través de 

su sufragio determine si un partido político nacional conserva o pierde 

su registro, según sea el caso”. Estableció para la permanencia de los 

partidos políticos nacionales la obtención igual o mayor al tres por 

ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las 

elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o 

de las Cámaras del Congreso de la Unión. En consecuencia, la 

presente incitativa recoge los derechos adquiridos por los partidos 

políticos que conservaron su registro local, debiendo obtener por ley 

todas las prerrogativas para poder seguir participando en la vida 

política del Estado, sin menoscabo de ningún derecho adquirido. Así, 

se ha diferenciado ambos conceptos: el de derecho adquirido (registro 

como partido político local) -que se actualiza cuando el acto ejecutado 

introduce un bien, una facultad o un derecho al patrimonio de una 

persona, sin que posteriormente puedan ser afectados por quienes 

celebraron ese acto ni por disposición legal en contrario- y el de 

expectativa de derecho -la posibilidad o pretensión de que se realice 

una situación jurídica concreta que va a generar con posterioridad un 
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derecho (recibir todas las prerrogativas adquiridas) -, es decir, 

mientras que el derecho adquirido constituye una realidad, la 

expectativa de derecho corresponde a algo que en el mundo fáctico 

no se ha materializado. Finalmente, las alianzas electorales, en forma 

de coalición, son un mecanismo que ha demostrado ser útil en la vida 

política del país. Por ello, mediante las reformas realizadas, es 

previsible un fortalecimiento en la vida democrática del Estado. Es 

decir, la pelota está en la cancha de los ciudadanos, quienes, con su 

voto, pero sobre todo con su participación, demostrarán que más allá 

de fórmulas legales, lo que esperan de sus gobernantes es 

congruencia y resultados. La democracia, esa dama en cuyo nombre 

se hacen y deshacen tantas cosas, no será rehén de engañifas y 

falacias. Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo 

establecido por los artículos 45, 46 fracción I, 47, 48 y 54 fracción II de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 9 

fracción II, 10 apartado A fracción II de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Tlaxcala; y, 114 del Reglamento Interior del 

Congreso del Estado de Tlaxcala; someto a consideración, 

respetuosamente, de esta Soberanía, la siguiente Iniciativa con: 

PROYECTO DE DECRETO. ARTÍCULO ÚNICO. SE REFORMA el 

primer párrafo del artículo 88; y, SE ADICIONAN los párrafos segundo 

y tercero al artículo 136 y la fracción IX al artículo 137, todos de Ley 

de Partidos Políticos para el Estado de Tlaxcala; para quedar como 

sigue: Artículo 88. Los partidos políticos que hubieren obtenido su 

registro con fecha posterior a la última elección, o aquellos que lo 

conservaron tendrán derecho a todas las prerrogativas que 
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señala esta ley y a que se les otorgue financiamiento público 

conforme a las bases siguientes: I… a II…; CAPÍTULO III. De las 

Candidaturas Comunes. Artículo 136. Se entiende por candidatura 

común cuando dos o más Partidos Políticos, sin mediar coalición, 

registren al mismo candidato, fórmula o planilla de candidatos, por el 

principio de mayoría relativa. La solicitud de registro del convenio de 

candidatura común deberá presentarse ante la autoridad electoral, 

según la elección que la motive, acompañándose de la 

documentación pertinente, a más tardar treinta días antes de que 

inicie el periodo de precampaña de la elección de que se trate. Si un 

partido político nacional pierde su registro por no haber alcanzado el 

porcentaje mínimo de votación en el último proceso electoral ordinario 

federal, pero haya obtenido su registro como partido político local, 

podrá suscribir la solicitud de registro de convenio de candidatura 

común en la elección de que se trate. Artículo 137. Los partidos 

Políticos deberán suscribir un convenio de candidatura común el cual 

deberá contener: I… a VIII…; IX. El señalamiento del partido político al 

que pertenece originalmente cada uno de los candidatos registrados 

por la candidatura común, y el señalamiento del grupo parlamentario o 

partido político en el que quedarían comprendido en caso de resultar 

electos. TRANSITORIOS. ARTÍCULO PRIMERO. El presente 

Decreto, entrará en vigor el día hábil siguiente al de su publicación en 

el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tlaxcala. ARTÍCULO 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al 

presente Decreto. AL EJECUTIVO PARA QUE LO SANCIONE Y 

MANDE PUBLICAR. Dado en la sala de sesiones del Palacio Juárez, 
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Recinto Oficial del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala, a los diecinueve días del mes de septiembre del año dos mil 

diecinueve. ATENTAMENTE. DIP. JOSÉ LUIS GARRIDO CRUZ 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ENCUENTRO SOCIAL, es cuanto, señora Diputada; durante la 

lectura con fundamento en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo, asume la Primera Secretaría la Diputada Leticia 

Hernández Pérez; Presidenta dice, de la iniciativa dada a conocer, 

túrnese a su expediente parlamentario. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Presidenta dice, para desahogar el cuarto punto del orden del día, se 

pide a la Ciudadana Diputada Leticia Hernández Pérez, integrante 

de la Comisión de Puntos Constitucionales, Gobernación y Justicia y 

Asuntos Políticos, proceda a dar lectura del Dictamen con Proyecto de 

Acuerdo, por el que se informa a la Cámara de Senadores del 

Congreso de la Unión que los trabajos de armonización con el 

contenido de la reforma constitucional en materia de derechos 

humanos publicada en el Diario Oficial el diez de julio de dos mil 

once se han llevado a cabo mediante reformas a diversas 

disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala y publicadas en el Periódico Oficial el once 

de agosto de dos mil quince se cuenta con la Ley de Protección, 

Fomento y Desarrollo a la Cultura Indígena para el Estado de 

Tlaxcala donde se intuye “el derecho de las personas, 

comunidades y pueblos indígenas a la autonomía y libre 

determinación en un marco que asegure el respeto a su 
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identidad; la Diputada Leticia Hernández Pérez dice, muchas gracias 

Diputada Presidenta, muy buenos días a todas y todos, COMISIÓN 

DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, GOBERNACIÓN Y JUSTICIA   

Y ASUNTOS POLITICOS. HONORABLE ASAMBLEA: A la Comisión 

que suscribe le fue turnado el expediente parlamentario número LXIII 

089/2019, el cual contiene el  Oficio No. DGPL-2P1A.-7410.14, de 

fecha veinticinco de abril del año en curso, que dirige la Senadora 

Antares Guadalupe Vázquez Alatorre, Secretaria de la Mesa 

Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, 

mediante el cual remite el Punto de Acuerdo  por el que exhorta a 

diversos Congresos Estatales a revisar sus Constituciones Políticas a 

fin de armonizar su contenido con la reforma constitucional en materia 

de Derechos Humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 10 de junio de 2011. En cumplimiento a la determinación de la 

Presidencia de la Mesa Directiva, por cuanto hace al desahogo del 

turno correspondiente; con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 78, 80, 81 y 82 fracción XX, de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo; 35, 36, 37 fracción XX y 124 del Reglamento Interior del 

Congreso, se procede a dictaminar con base en el siguiente: 

RESULTANDO. ÚNICO. Con el oficio reseño al inicio de este 

Dictamen la Senadora Antares Guadalupe Vázquez Alatorre, 

Secretaria de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del 

Congreso de la Unión, remite el Punto de Acuerdo por el que exhorta 

a diversos Congresos Estatales a revisar sus Constituciones Políticas 

a fin de armonizar en términos de la reforma constitucional en materia 

de Derechos Humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
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el 10 de junio de 2011. Documento que, por su amplio contenido y 

alcance jurídico, en obvio de transcripción se da por reproducido en 

sus términos para los efectos de este dictamen pero que en lo 

conducente se aduce lo siguiente: “UNICO.- El senado de la 

Republica exhorta respetuosamente a los congresos estatales de de 

Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chiapas, Chihuahua, 

Guerrero, Michoacán, Morelos, Quintana Roo, San Luis Potosí, 

Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala y Veracruz, a revisar sus 

constituciones Políticas a fin de armonizar plenamente su contenido 

con la reforma constitucional en materia de Derechos Humanos, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011”. 

Con los antecedentes narrados, esta Comisión se permite emitir los 

siguientes: CONSIDERANDOS. I. De conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 45 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala, “Las resoluciones del Congreso tendrán el 

carácter de Leyes, Decretos o Acuerdos. . .” Es congruente con el 

texto Constitucional, lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo del Estado de Tlaxcala, al prescribir los mismos 

términos. Congruente con lo anterior, el artículo 54 en su fracción III 

del ordenamiento Constitucional invocado, faculta al Congreso, 

“Legislar en aquellas materias en que la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, prevea facultades que puedan ser 

ejercidas tanto por las autoridades federales como estatales”. 

Con los preceptos descritos, se justifica la competencia de este 

Congreso del Estado para analizar y estudiar el asunto que nos 

ocupa, materia de este Acuerdo. II. En efecto fue el 10 de junio de 
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2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación una de las 

reformas más importantes que se han hecho a la Constitución que nos 

rige desde el año de 1917 en materia de participación y 

reconocimiento de los Derechos Humanos,  para tal finalidad se 

modifico  la denominación del Capítulo I “De las Garantías 

Individuales” por  “De los Derechos Humanos y sus Garantías” así 

mismo en el artículo primero, párrafo primero cambia el término de 

individuo por el de persona, se incorpora el reconocimiento del goce 

de los derechos humanos recogidos en tratados internacionales 

donde está inmerso por México así como las garantías para su 

protección, se incorpora la interpretación de las normas relativas a 

derechos humanos bajo el principio por persona, se establecen las 

obligaciones a cargo de todas las autoridades de respeto, protección y 

reparación de violaciones a los derechos humanos, y se establece la 

prohibición de no discriminación por motivo de preferencias sexuales 

de las personas y otros conceptos que inciden en el tema. Es así 

como la reforma constitucional se instruye y publica en el Diario Oficial 

de la Federación quedando establecido en el séptimo transitorio del 

Decreto lo siguiente: “En lo que se refiere al Apartado B del artículo 

102 Constitucional y a la autonomía de los organismos locales de 

derechos humanos, las legislaturas locales deberán realizar las 

adecuaciones que correspondan en un plazo máximo de un año 

contados a partir del inicio de la vigencia de este decreto.” III. 

Ahora bien el Congreso del Estado de Tlaxcala tomando en 

consideración la relevancia de la reforma en comento y toda vez que 

del séptimo transitorio se desprende el término de un año a partir del 
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inicio de vigencia para realizar las adecuaciones en la Constitución 

Política del Estado correspondiente y dicha reforma viene a involucrar 

la importancia del reconocimiento de los derechos humanos así como 

los valores de libertad y respeto en los actos u acciones de la vida 

social, política y económica de nuestro Estado; para evitar un retraso 

y en cumplimiento al transitorio antes descrito se han llevado a cabo 

diversas reformas al texto de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Tlaxcala es así como ha quedado establecido en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 11 de Agosto del 

año 2015 la reforma al Título II y quedando como “De los Derechos 

Humanos” del mismo modo se Reforman los Artículos 14, 15, 16, 18, 

19 y 20  en sus diferentes párrafos insertando el termino de persona y 

de Derechos Humanos, se puntualiza que como ente Legislativo este 

Congreso del Estado tiene la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que en 

complemento a las citadas reformas se expide Ley de Protección, 

Fomento y Desarrollo a la Cultura Indígena para el Estado de 

Tlaxcala; donde en el Artículo 9 del citado ordenamiento a la letra 

dice: “el derecho de las personas, comunidades y pueblos indígenas a 

la autonomía y libre determinación en un marco que asegure el 

respeto a su identidad, conforme a lo que establece el artículo 2 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, el Convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países independientes, el Pacto Internacional de 
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Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 

derechos de los Pueblos Indígenas, los instrumentos internacionales 

suscritos y ratificados por el Estado Mexicano en la materia y la 

interpretación de los mismos que hayan realizado los órganos 

internacionales especializados, así como la jurisprudencia o tesis 

emitidas por los tribunales federales y locales. En el caso de que 

cualquier disposición de esta ley o de los tratados internacionales en 

la materia pudiera tener diversas interpretaciones, prevalecerá aquella 

que tutele con mayor eficacia el derecho de las personas indígenas, 

así como de las comunidades y pueblos indígenas. Ahora bien, 

tendiente a seguir trabajando en beneficio de la sociedad Tlaxcalteca 

se seguirán realizando las reformas respectivas al reconocimiento de 

los Derechos Humanos no solo en la Constitución del Estado sino en 

los ordenamientos legales que integran el marco normativo del Estado 

de Tlaxcala. Por los razonamientos anteriormente expuestos esta 

comisión se permite someter a la consideración de esta Honorable 

Asamblea Legislativa el siguiente: PROYECTO DE ACUERDO. 

PRIMERO.  Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 45,   54 

fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala;  9 fracción III, 10 apartado B de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Tlaxcala;  se informa a la cámara de 

senadores del Congreso de la Unión que los trabajos de armonización 

con el contenido de la reforma constitucional en materia de Derechos 

Humanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de 

Julio del año dos mil once se han llevado a cabo mediante  reformas a 
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diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala y publicadas en el Periódico Oficial de fecha 

once de Agosto del año dos mil quince se cuenta con la Ley de 

Protección, Fomento y Desarrollo a la Cultura Indígena para el Estado 

de Tlaxcala donde se intuye en el propio artículo 9 “el derecho de las 

personas, comunidades y pueblos indígenas a la autonomía y libre 

determinación en un marco que asegure el respeto a su identidad, 

conforme a lo que establece el artículo 2 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, el Convenio 169 de la Organización Internacional 

del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

independientes, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración 

de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, 

los instrumentos internacionales suscritos y ratificados por el Estado 

Mexicano en la materia y la interpretación de los mismos que hayan 

realizado los órganos internacionales especializados, así como la 

jurisprudencia o tesis emitidas por los tribunales federales y locales. 

En el caso de que cualquier disposición de esta Ley o de los tratados 

internacionales en la materia pudiera tener diversas interpretaciones, 

prevalecerá aquella que tutele con mayor eficacia el derecho de las 

personas indígenas, así como de las comunidades y pueblos 

indígenas. SEGUNDO. Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

104 fracciones I y XIII de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, se 

instruye a la encargada del despacho de los asuntos encomendados a 

la Secretaria Parlamentaria de esta Soberanía para que una vez 
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aprobado este acuerdo, lo notifique a la cámara de Senadores del 

Congreso de la Unión para los efectos conducentes. TERCERO. 

Publíquese el presente Acuerdo en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado. Dado en la sala de comisiones del Palacio Juárez, Recinto 

Oficial del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, 

en la ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, a los seis días mes de 

septiembre del año dos mil diecinueve. LA COMISIÓN 

DICTAMINADORA, DIP. JESÚS ROLANDO PÉREZ SAAVEDRA, 

PRESIDENTE; DIP. JOSÉ LUIS GARRIDO CRUZ, VOCAL; DIP. 

IRMA YOLANDA GARAY LOREDO, VOCAL; DIP. MICHAELLE 

BRITO VÁZQUEZ, VOCAL; DIP. MIGUEL ÁNGEL COVARRUBIAS 

CERVANTES, VOCAL; DIP. LETICIA HERNÁNDEZ PÉREZ, 

VOCAL; DIP. MARÍA ANA BERTHA MASTRANZO CORONA, 

VOCAL; DIP. ZONIA MONTIEL CANDANEDA, VOCAL; DIP. MARÍA 

ISABEL CASAS MENESES, VOCAL; DIP. MARIBEL LEÓN CRUZ, 

VOCAL; DIP. VÍCTOR MANUEL BÁEZ LÓPEZ, VOCAL, es cuánto, 

Presidenta; por tanto, con fundamento en el artículo 42 de la Ley 

Orgánica asume la Primera Secretaría el Diputado José María 

Méndez Salgado; durante la lectura se reincorpora a la sesión la 

Diputada Mayra Vázquez Velázquez y se incorpora la Diputada Maria 

Felix Pluma Flores; Presidenta dice, queda de primera lectura el 

Dictamen con Proyecto de Acuerdo presentado por la Comisión de 

Puntos Constitucionales, Gobernación y Justicia y Asuntos Políticos. 

Se concede el uso de la palabra a la Ciudadana Diputada Ma de 

Lourdes Montiel Cerón; con el permiso de la mesa directiva, por 

economía legislativa y con fundamento en el artículo 122 del 
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Reglamento Interior del Congreso del Estado, solicito se dispense el 

trámite de segunda lectura del dictamen de mérito, con el objeto que 

sea sometido a discusión, votación y en su caso aprobación, es 

cuánto; Presidenta dice, se somete a votación la propuesta formulada 

por la Ciudadana Diputada Ma de Lourdes Montiel Cerón, en la que 

solicita se dispense el trámite de segunda lectura del dictamen dado a 

conocer, quienes estén a favor de que se apruebe la propuesta 

sírvanse en manifestar su voluntad de manera económica; Secretaría: 

veintiún votos a favor; Presidenta: quienes estén por la negativa de 

que se apruebe sírvanse a manifestar su voluntad de manera 

económica; Secretaria: cero votos en contra; Presidenta dice, de 

acuerdo a la votación emitida, se declara aprobada la propuesta de 

mérito por mayoría de votos; en consecuencia, se dispensa la 

segunda lectura del Dictamen con Proyecto de Acuerdo y, se procede 

a su discusión, votación y en su caso aprobación; con fundamento en 

el artículo 131 fracción IV del Reglamento Interior del Congreso del 

Estado, se pone a discusión en lo general y en lo particular el 

dictamen con Proyecto de Acuerdo; se concede el uso de la palabra a 

tres diputados en pro y tres en contra que deseen referirse al 

Dictamen dado a conocer; en vista de que ningún Ciudadano 

Diputado desea referirse en pro o en contra del dictamen con 

Proyecto de Acuerdo dado a conocer, se somete a votación, quienes 

estén a favor porque se apruebe, sírvanse en manifestar su voluntad 

de manera económica; Secretaría: veintiún votos a favor; 

Presidenta dice, quienes estén por la negativa de que se apruebe 

sírvanse a manifestar su voluntad de manera económica; Secretaria: 
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cero votos en contra; Presidenta dice, de acuerdo a la votación 

emitida en lo general y en lo particular, se declara aprobado el 

Dictamen con Proyecto de Acuerdo por mayoría de votos; se ordena 

a la Secretaría elabore el Acuerdo y a la Encargada del Despacho de 

la Secretaría Parlamentaria lo mande al Ejecutivo del Estado para su 

publicación correspondiente. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Presidenta dice, para desahogar el quinto punto del orden del día, se 

pide al Diputado Víctor Manuel Báez López, integrante de la 

Comisión de Puntos Constitucionales, Gobernación y Justicia y 

Asuntos Políticos, proceda a dar lectura al Dictamen con Proyecto de 

Decreto, por el que se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de 

Santa Isabel Xiloxoxtla, a ejercer actos de dominio respecto del 

predio rustico identificado como “Primera Fracción del Predio 

denominado Parixtla”, ubicado en esa municipalidad y celebrar 

contrato de donación a título gratuito, a favor de la Secretaría de 

Salud y del Organismo Público Descentralizado “Salud de 

Tlaxcala”; el Diputado Víctor Manuel Báez López dice, con su 

permiso Diputada Presidenta, Honorable Mesa, y Honorable 

Asamblea, COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, 

GOBERNACIÓN Y JUSTICIA Y ASUNTOS POLÍTICOS. A la 

Comisión Dictaminadora le fue turnado el expediente parlamentario 

número LXIII 110/2019, que contiene el oficio sin número de fecha 

cuatro de junio del año en curso, y documentos anexos, que remiten 

los Ciudadanos Jaime Pérez Juárez  y Nohemy  Pérez Rugerio en 

su carácter de Presidente y Síndico respectivamente del Municipio 
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de Santa Isabel Xiloxoxtla, Tlaxcala; mediante el cual solicitan 

autorización para desincorporar del patrimonio municipal y  ejercer 

actos de dominio, del predio denominado “PARIXTLA”; ubicado en 

dicha municipalidad, y celebrar contrato de donación a título gratuito a 

favor de la Secretaria de Salud y del Organismo Público 

Descentralizado Salud de Tlaxcala. En cumplimiento a la 

determinación de la Presidencia de la Mesa Directiva, por cuanto hace 

al desahogo del turno correspondiente, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 78, 81 y 82 fracción XX de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo; 36, 37 fracción XX, 57 fracción VII y 124 del 

Reglamento Interior del Congreso, se procede a dictaminar con base 

en el siguiente: RESULTANDO. Único. Con el escrito de referencia, 

los peticionarios adjuntan los documentos siguientes: a) Copia 

certificada del Acta de Cabildo relativa a la Vigésima Primera Sesión 

Extraordinaria, celebrada en fecha veintiséis de septiembre del año 

próximo pasado, en el punto tres del orden del día se observa que el 

referido Cuerpo Edilicio acordó la Desincorporación del bien inmueble 

denominado ““PARIXTLA”; ubicado en dicha municipalidad, y 

celebrar contrato de donación a título gratuito a favor de la Secretaria 

de Salud y del Organismo Público Descentralizado Salud de 

Tlaxcala, con la autorización del Congreso del Estado. b) Copia 

certificada de la escritura número doscientos ochenta y seis, volumen 

siete, pasada ante la fe del Notario Público número tres de la 

demarcación Zaragoza del Estado Tlaxcala, en fecha diez de enero 

del año en curso, inscrita en los libros que lleva la Dirección de 

Notarias y Registros Públicos del Gobierno del Estado de Tlaxcala. c) 
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Certificado de Libertad de Gravamen, expedido por el Director de 

Notarias y Registros Públicos del Gobierno del Estado, en fecha once 

de junio del año que transcurre. d) Avaluó catastral del bien inmueble 

a donar practicado por la dirección del Instituto de Catastro del 

Gobierno del Estado, de fecha cuatro de octubre del dos mil 

dieciocho. e) Plano topográfico del predio a enajenar proyectado por 

la Dirección de obras Públicas del Municipio de Santa Isabel 

Xiloxoxtla, Tlaxcala. f) Constancia de uso de suelo, expedida por el 

Titular de la Dirección de Obras Públicas del Municipio peticionario, 

mediante el cual hace constar que el predio a enajenar, es compatible 

para equipamiento urbano. g) Oficio número 401.3S.4.2-2019/186, de 

fecha once de febrero del año en curso, expedido por la Dirección del 

Centro INHA Delegación Tlaxcala, en el cual se expresa que: “El 

inmueble no cuenta con registro de presencia de vestigios 

arqueológicos”. h) Constancia expedida por el Coordinador General 

de Ecología del Estado, en la que informa que este predio no es una 

reserva ecológica o área verde protegida. Con los antecedentes 

narrados esta Comisión se permite emitir los siguientes: 

CONSIDERANDOS. I. Que de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 45 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala, “Las resoluciones del Congreso tendrán el carácter de 

Leyes, Decretos o Acuerdos. . .” Congruente con lo anterior, el 

Artículo 54 fracción XXII del ordenamiento legal invocado, entre otros 

faculta al Congreso, para “Autorizar… a los ayuntamientos, para 

ejercer actos de dominio sobre los bienes inmuebles 

pertenecientes . . . a los municipios, respectivamente. . .”. Que el 
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artículo 57, fracción VII del Reglamento Interior del Congreso del 

Estado, señala que corresponde a esta Comisión dictaminadora 

conocer: De la solicitud de autorización que formule entre otros 

los ayuntamientos para ejercer actos de dominio respecto de los 

bienes muebles e inmuebles, propiedad . . . de los municipios. El 

artículo 84, de la Ley Municipal vigente, establece que: “Para las 

enajenaciones, permutas o donaciones de los bienes inmuebles 

propiedad del Ayuntamiento, este previo acuerdo del cabildo 

expedido en términos de lo previsto en el Artículo anterior 

solicitará la autorización del Congreso del Estado y formulará la 

respectiva solicitud . . .” El artículo 41 de la Ley del Patrimonio 

Público del Estado de Tlaxcala, establece que: “…La enajenación de 

los bienes de dominio público pertenecientes al Municipio, 

requerirá la desincorporación dictada por el Ayuntamiento 

conforme a lo que establece esta ley y la Ley Municipal del 

Estado, previo acuerdo de las dos terceras partes de los 

miembros del Cabildo y con la autorización del Congreso”. 

Asimismo, el artículo 45 del ordenamiento Legal invocado en el 

párrafo que antecede en su fracción II determina que:” …Los 

ayuntamientos, con la autorización de por lo menos las dos 

terceras partes de los integrantes del Cabildo, solicitarán ante el 

Congreso la autorización de enajenación de sus bienes muebles 

o inmuebles…” Con las citadas disposiciones legales, se justifica la 

competencia de esta Soberanía para conocer, analizar y resolver este 

asunto materia del presente dictamen. III. Conforme al Código Civil 

para el Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, se define la donación 
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de la manera siguiente: “ARTÍCULO 1940. Donación es un contrato 

por el que una persona transfiere a otra, gratuitamente, una parte 

o la totalidad de sus bienes presentes, reservándose en este 

caso los necesarios para subsistir…” IV. Del análisis realizado a 

los documentos que integran el presente expediente parlamentario se 

observa lo siguiente: a) Del Acta de la Vigésima Primera Sesión 

Extraordinaria de Cabildo, celebrada en fecha veintiséis de septiembre 

del año próximo pasado, en el punto tres del orden del día se advierte 

que el referido Cuerpo Edilicio acordó la Desincorporación del bien 

inmueble denominado ““PARIXTLA”; ubicado en dicha municipalidad, 

y celebrar contrato de donación a título gratuito a favor del Secretaria 

de Salud y del Organismo Público Descentralizado Salud de 

Tlaxcala. Actuación que resulta valida en razón de que el 

Ayuntamiento solicitante tiene competencia para desincorporar los 

bienes del dominio público propiedad del Municipio como así lo 

previene el artículo 8 fracción IV de la Ley del Patrimonio Público de 

Estado de Tlaxcala, circunstancias que se han dado como se deduce 

de la Acta de Sesión Extraordinaria. b) Con la escritura número 

doscientos ochenta y seis, volumen siete, pasada ante la fe del notario 

público número tres de la demarcación Zaragoza del Estado de 

Tlaxcala, en fecha diez de enero del año en curso, debidamente 

inscrita en los libros que lleva la Dirección de Notarias y Registros 

Públicos del Gobierno de Tlaxcala, se justifica fehacientemente la 

propiedad del inmueble a donar a favor del Municipio peticionario. c) 

Con el certificado de Libertad de Gravamen, se justifica que el bien 

inmueble a donar se encuentra libre de gravamen y limitaciones de 
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dominio en consecuencia podrá ser destinado a la construcción de un 

nuevo Centro de Salud, a fin de satisfacer la demanda social en 

materia de salud. d) De acuerdo al Avaluó catastral el bien inmueble a 

donar consta de una superficie de dos mil ochocientos cincuenta y dos 

metros con noventa y ocho centímetros, cuadrados en dicho 

documento se observa que el valor catastral coincide con el 

determinado en el testimonio de propiedad. e) Con el Plano 

topográfico del predio a donar se justifican las medidas y colindancias 

que se observan en la escritura correspondiente. f) Asimismo, anexan 

constancia de uso de suelo, expedida por el Titular de la Dirección de 

Obras Públicas del Municipio de Santa Isabel Xiloxoxtla, Tlaxcala, 

mediante el cual se hace constar que el predio que se pretende donar, 

es compatible con el tipo de Uso del cual pretende destinarlo 

(CONSTRUCCIÓN DE CENTRO DE SALUD). g) Es importante 

reconocer la información proporcionada por la Dirección del Centro 

INHA Delegación Tlaxcala, a través de la cual se expresa que: “Se 

realizó la visita por parte de la sección de Arqueología del Centro 

INAH Tlaxcala, en el terreno que se desea destinar a la 

construcción de un Centro de Salud, mismo que se localiza cerca 

del centro de la población, teniendo una superficie totalmente 

llana debido a que en el pasado se destinó al cultivo, pero 

actualmente está totalmente cubierto de pasto”. Por lo que no hay 

negación para poder construir el Centro de Salud del Municipio de 

Santa Isabel Xiloxoxtla, Tlaxcala. En esa forma se ha cumplido a 

cabalidad en los términos que para tal efecto establece la Ley 

Municipal vigente y la Ley de Patrimonio Público del Estado. VI. Es 
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oportuno mencionar que el Ayuntamiento anexa entre otra información 

los oficios de fechas trece de noviembre de dos mil diecisiete y 

veintiocho de marzo del año en curso, a través de los cuales se 

dirigen al Titular de la Secretaria de Salud, para solicitarle la 

ampliación del Centro de Salud de la población remitiendo para 

tal efecto: ●Constancia de posesión a favor de la Secretaria de 

Salud y Organismo Público Descentralizado Salud de Tlaxcala. 

●Alineamiento y número oficial. ●Plano Topográfico con cuadro 

de construcción. ●Alta del predio al padrón catastral en calidad 

de exento de pago por ser un ente público al servicio de la 

comunidad, expidiendo recibo predial, avaluó y manifestación 

catastral a favor de esta entidad pública. En respuesta la autoridad 

de salud les informa que: Tomando en cuenta lo establecido en el 

Plan Maestro de Infraestructura y el Modelo Integral de Atención 

a la Salud, le comento que no es procedente ampliar la unidad 

médica, debido a que no se cuenta con espacio suficiente que 

permita una adecuada integración de los espacios que se 

pretenden incluir como parte de la cartera de sección en función 

a la población por atender. Como consecuencia, será necesario 

que el municipio adquiera un nuevo predio que atienda los 

puntos que a continuación se detallan, lo que permitirán realizar 

la sustitución por obra nueva de la unidad médica existente. 1. 

Deberá contar con un terreno con una superficie mínima de 

1,500.00 m2 con dimensiones de 50.00 metros de frente por 30.00 

metros de fondo, que no se encuentre colindante a barrancas o 

ríos y que no haya sido utilizado previamente como panteón y/o 
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jagüey, en caso de ser ejido este predio deberá ser legalmente 

cedido de acuerdo a lo establecido por el RAM…” Por tal motivo 

fue necesario que el Ayuntamiento de Santa Isabel Xiloxoxtla, 

Tlaxcala, adquiriera un predio para donarlo a la Secretaria de Salud, 

quien construirá la un nuevo Centro de Salud para que la comunidad 

y pueda contar con servicios de calidad. A su vez da cabal 

cumplimiento a lo establecido en el párrafo cuarto del artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que 

establece lo siguiente: “Toda persona tiene derecho a la protección 

de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 

acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de 

la Federación y las entidades federativas en materia de 

salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del 

artículo 73 de esta Constitución”. Una vez satisfecho los requisitos 

legales de procedibilidad no existe objeción alguna para que esta 

Comisión proponga al Pleno de esta Soberanía conceda la 

autorización solicitada a fin de que el Ayuntamiento de Santa Isabel 

Xiloxoxtla, Tlaxcala, proceda a donar el inmueble materia de este 

dictamen. Por los razonamientos anteriormente expuestos, la 

Comisión que suscribe, se permite someter a la consideración de esta 

Honorable Asamblea Legislativa, el siguiente: PROYECTO DE 

DECRETO. ARTÍCULO PRIMERO. Con fundamento en lo dispuesto 

por los artículos 45, 47 y 54 fracción XXII de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 5 fracción I, 7 y 9 fracción II 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, y 84 de la Ley Municipal, se 

autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Santa Isabel Xiloxoxtla,  
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Tlaxcala, a ejercer actos de dominio respecto del predio rustico 

identificado como  “Primera fracción del predio denominado 

PARIXTLA”, ubicado en esa Municipalidad y celebrar contrato de 

donación a título gratuito, a favor de la Secretaria de  Salud y del 

Organismo Público Descentralizado “Salud de Tlaxcala”, con de 

las medidas y colindancias siguientes: AL NORTE: mide cincuenta y 

un metros setenta y cinco centímetros, linda con Camino; AL SUR: 

mide cincuenta y un metros treinta centímetros, linda con Filemón 

Flores; AL ORIENTE: mide sesenta metros, linda con Isidro Rugerio 

y;  AL PONIENTE: mide cincuenta y un metros sesenta centímetros, 

linda con camino. ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del 

Municipio de Santa Isabel Xiloxoxtla, Tlaxcala, acredita la propiedad 

del bien inmueble referido en el artículo que antecede, con la Escritura 

Pública número doscientos ochenta y seis, de fecha diez de enero del 

año dos mil diecinueve; Inscrita en la Dirección de Notarias y 

Registro Público del Gobierno del Estado de Tlaxcala, bajo el 

sello registral número RP48WH-92PF37-TK23E7. TRANSITORIOS. 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado. ARTÍCULO SEGUNDO.   Con fundamento en lo dispuesto 

por el artículo 104 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 

se instruye a la encargada de la Secretaria Parlamentaria de esta 

Soberanía, para que una vez publicado este Decreto, lo notifique al 

Honorable Ayuntamiento de Santa Isabel Xiloxoxtla, Tlaxcala, para 

los efectos conducentes. AL EJECUTIVO PARA QUE LO SANCIONE 

Y MANDE PUBLICAR. Dado en la Sala de Comisiones del Palacio 



 

 

 
 
 

 

 

45 

Juárez, Recinto Oficial del Poder Legislativo del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala, en la Ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, a los 

seis días del mes de septiembre del año dos mil diecinueve. 

COMISIÓN DICTAMINADORA, DIP. JESÚS ROLANDO PÉREZ 

SAAVEDRA, PRESIDENTE; DIP. JOSÉ LUIS GARRIDO CRUZ, 

VOCAL; DIP. IRMA YORDANA GARAY LOREDO, VOCAL; DIP. 

MICHAELLE BRITO VÁZQUEZ, VOCAL; DIP. MIGUEL ÁNGEL 

COVARRUBIAS CERVANTES, VOCAL; DIP. LETICIA HERNÁNDEZ 

PÉREZ, VOCAL; DIP. MARÍA ANA BERTHA MASTRANZO 

CORONA, VOCAL; DIP. ZONIA MONTIEL CANDANEDA, VOCAL; 

DIP. MARÍA ISABEL CASAS MENESES, VOCAL; DIP. MARIBEL 

LEÓN CRUZ, VOCAL; DIP. VÍCTOR MANUEL BÁEZ LÓPEZ, 

VOCAL, es cuanto, Presidenta; Presidenta dice, queda de primera 

lectura el Dictamen presentado por la Comisión de Puntos 

Constitucionales, Gobernación y Justicia y Asuntos Políticos. Se 

concede el uso de la palabra a la Diputada María Isabel Casas 

Meneses; buenos días a todos, con el permiso de la Mesa Directiva, 

por economía legislativa y con fundamento en el artículo 122 del 

Reglamento Interior del Congreso del Estado, solicito se dispense el 

trámite de segunda lectura del dictamen de mérito con el objeto que 

sea sometido a discusión, votación y en su caso aprobación, es 

cuánto; Presidenta dice, se somete a votación la propuesta formulada 

por la Ciudadana Diputada María Isabel Casas Meneses, en la que 

solicita se dispense el trámite de segunda lectura del dictamen dado a 

conocer, quienes estén a favor por que se apruebe la propuesta, 

sírvanse en manifestar su voluntad de manera económica; Secretaría: 
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diecinueve votos a favor; Presidenta: quienes estén por la negativa 

de que se apruebe sírvanse a manifestar su voluntad de manera 

económica; Secretaria: cero votos en contra; Presidenta dice, de 

acuerdo a la votación emitida, se declara aprobada la propuesta de 

mérito por mayoría de votos; en consecuencia, se dispensa la 

segunda lectura del Dictamen con Proyecto de Decreto y se procede a 

su discusión, votación y en su caso aprobación; con fundamento en el 

artículo 131 fracción IV del Reglamento Interior del Congreso del 

Estado, se pone a discusión en lo general y en lo particular el 

dictamen con Proyecto de Decreto dado a conocer; se concede el uso 

de la palabra a tres diputados en pro y tres en contra que deseen 

referirse al Dictamen con Proyecto de Decreto; en vista de que ningún 

Ciudadano Diputado desea referirse en pro o en contra al Dictamen 

con Proyecto de Decreto dado a conocer, se somete a votación, 

quienes estén a favor porque se apruebe, sírvanse en manifestar su 

voluntad de manera económica; Secretaría: veinte votos a favor; 

Presidenta: quienes estén por la negativa de que se apruebe 

sírvanse a manifestar su voluntad de manera económica; Secretaria: 

cero votos en contra; Presidenta dice, de acuerdo a la votación 

emitida en lo general y en lo particular, se declara aprobado el 

Dictamen con Proyecto de Decreto por mayoría de votos; se ordena a 

la Secretaría elabore el Decreto y a la Encargada del Despacho de la 

Secretaría Parlamentaria lo mande al Ejecutivo del Estado para su 

sanción y publicación correspondiente. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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Presidenta dice, para continuar con el siguiente punto del orden del 

día, se pide a la Secretaría proceda a dar lectura a la correspondencia 

recibida por este Congreso; la diputada Mayra Vázquez Velázquez 

dice, CORRESPONDENCIA 19 DE SEPTIEMBRE 2019. Oficio que 

dirige Mauro León Garfias, Presidente Municipal de Hueyotlipan, a 

través del cual solicita la autorización de esta soberanía para poder 

retirar los sellos ilegales de suspensión que colocaron Regidores y 

Presidentes de Comunidad en las instalaciones públicas que ocupa la 

Presidencia Municipal. Oficio que dirigen los Regidores Primer, 

Segunda, Cuarto, Quinto y Sexta, así como los Presidentes de 

Comunidad de Santa María Ixcotla, San Manuel Tlalpan, San Antonio 

Techalote, San Lorenzo Techalote, Santiago Tlalpan e Ignacio 

Zaragoza, integrantes del Ayuntamiento del Municipio de Hueyotlipan, 

a través del cual solicitan iniciar el procedimiento de suspensión y/o 

revocación de mandato del ciudadano Mauro León Garfías, del cargo 

de Presidente Municipal. Oficio que dirige el PSI. SOC. Felipe Barba 

Domínguez, Regidor de Hacienda, Desarrollo Urbano y Obras 

Públicas del Municipio de Ixtenco, al Mtro. Miguel Ángel Caballero 

Yonca, Presidente Municipal, a través del cual le solicita girar 

instrucción al Secretario del Ayuntamiento informe de los motivos por 

los cuales a la fecha no se ha realizado el depósito correspondiente a 

las quincenas del mes de agosto y la primera del mes de septiembre 

del año en curso. Oficio que dirige la Prof. Lizbeth Barruecos Cortes, 

Directora de Impuesto Predial, del Municipio de Papalotla de 

Xicohténcatl, a través del cual remite la Tabla de Valores. Oficio que 

dirige el Diputado Luis Antonio Zapata Guerreo, Presidente de la 
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Mesa Directiva del Congreso del Estado de Querétaro, a través del 

cual remite copia del Acuerdo por el que se exhorta a la Cámara de 

Senadores del H. Congreso de la Unión, para que implemente las 

acciones conducentes con el objeto de que se apruebe el Acuerdo 

Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y 

el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 

Caribe (Acuerdo de Escazú). Oficio que dirigen Jesús Javier Estrada 

Espinoza, José Miguel García Delgadillo, Ángel Martínez García y 

Sergio Velázquez Díaz, a través del cual solicitan copia certificada del 

informe de resultados de la revisión y fiscalización superior de la 

cuenta pública del Municipio de Calpulalpan, del ejercicio fiscal 2018, 

así como copia certificada del dictamen correspondiente a la 

reprobación de la Cuenta Pública. Escrito que dirigen Campesinos del 

Municipio de Xaloztoc, al Dr. Mario López López, Presidente Municipal 

de Xaloztoc, a través del cual a través del cual le hacen diversas 

manifestaciones en relación al programa Fondo de Acciones de 

Fortalecimiento al Campo 2019. Oficio que dirige la Diputada Karla 

Yiritzi Almazán Burgo, Secretaria de la Mesa Directiva de la Cámara 

de Diputados del Congreso de la Unión, a través del cual informa que 

se declaró instalada para funcionar durante el Primer Periodo de 

Sesiones Ordinarias del Segundo Año de Ejercicio de la Sexagésima 

Cuarta Legislatura. Oficio que dirige la Diputada Julieta Macías 

Rábago, Secretaria de la Mesa directiva de la Cámara de Diputados 

del Congreso de la Unión, a través del cual informa de la elección de 

Mesa Directiva que funcionara durante el Segundo Año de Ejercicio 

de la Sexagésima Cuarta Legislatura. Oficio que dirige el Diputado 
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Emilio Lara Calderón, Secretario del Congreso del Estado de 

Campeche, a través del cual informa que se realizó la apertura del 

Tercer Periodo de receso del Primer Año de Ejercicio Constitucional. 

Oficio que dirige el Diputado Rigoberto Figueroa Ortiz, Secretario del 

Congreso del Estado de Campeche, a través del cual informa que se 

realizó la clausura del Tercer Periodo Ordinario de Sesiones 

correspondiente al Primer Año de Ejercicio Constitucional. Circular 

que dirige el Mtro. Abel Luis roque López, Secretario de Servicios 

Legislativos del Congreso del Estado de Hidalgo, a través del cual 

informa de la apertura del Primer Periodo Ordinario de Sesiones del 

Segundo Año de Ejercicio Constitucional, es cuánto, presidenta; 

Presidenta dice, de la correspondencia recibida con fundamento en la 

fracción VIII del artículo 48 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 

se acuerda: Del oficio que dirige el Presidente Municipal de 

Hueyotlipan; túrnese a las comisiones unidas de Asuntos 

Municipales, y a la de Puntos Constitucionales, Gobernación y 

Justicia y Asuntos Políticos, para su atención.  Del oficio que 

dirigen los regidores y los presidentes de Comunidad, todos 

integrantes del Ayuntamiento del Municipio de Hueyotlipan; túrnese a 

la Comisión de Puntos Constitucionales, Gobernación y Justicia 

y Asuntos Políticos, para su estudio, análisis y dictamen 

correspondiente. Del oficio que dirige el Regidor de Hacienda, 

Desarrollo Urbano y Obras Públicas del Municipio de Ixtenco; túrnese 

a las comisiones unidas de Asuntos Municipales, y a la de 

Finanzas y Fiscalización, para su atención. Del oficio que dirige la 

Directora de Impuesto Predial del Municipio de Papalotla de 
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Xicohténcatl; túrnese a la Comisión de Finanzas y Fiscalización, 

para su trámite correspondiente. Del oficio que dirige el Presidente 

de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Querétaro; túrnese 

a las comisiones unidas de Información Pública y Protección de 

Datos Personales, y a la de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, para su estudio, análisis y dictamen correspondiente. 

Del oficio que dirigen Jesús Javier Estrada Espinoza, José Miguel 

García Delgadillo y demás ciudadanos; túrnese a la Comisión de 

Finanzas y Fiscalización, para su atención. De los oficios que dirige 

el Diputado José María Méndez Salgado; túrnense a la Junta de 

Coordinación y Concertación Política, para su atención y trámite 

correspondiente. Del escrito que dirigen campesinos del Municipio 

de Xaloztoc; túrnese a las comisiones unidas de Fomento 

Agropecuario y Desarrollo Rural, y a la de Finanzas y 

Fiscalización, para su atención. De los escritos que dirigen de la 

Cámara de Diputados del Congreso dela Unión, y de los congresos de 

los estados de Campeche e Hidalgo; se ordena a la Encargada del 

Despacho de la Secretaría Parlamentaria, acuse de recibido y de 

enterada esta Soberanía. Acto seguido se reincorpora a la sesión la 

Diputada Laura Yamili Flores Lozano. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Presidenta dice, pasando al último punto del orden del día, se 

concede el uso de la palabra a las y los diputados que quieran 

referirse a asuntos de carácter general. Se concede el uso de la 

palabra a la Diputada Zonia Montiel Candaneda; buenas tardes, 

compañeras y compañeros diputados, medios de comunicación, y 
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personas que nos acompañan, sean bienvenidos, durante la noche 

del miércoles once de septiembre, una de las oficinas administrativas 

de la casa del migrante “la sagrada familia” ubicada en el municipio de 

Apizaco, fue allanada, incendiada, de acuerdo a la narración de los 

hechos del sacerdote Elías Dávila Espinosa ante el ministerio público. 

Manifestó “saquearon despensas y cosas de valor, además de 

quemar cobijas, colchonetas, mesas, sillas y diferentes artículos que 

son vulnerables ante el fuego”. La casa del migrante es un lugar que 

recibe, alimenta, asesora y brinda los primeros auxilios a migrantes de 

algunas nacionalidades como hondureños, salvadoreños y 

guatemaltecos, que en su búsqueda del sueño americano se 

desplazan hacia los Estados Unidos de Norte América, exponiendo su 

vida durante el viaje. Es en este lugar donde ellos encuentran un poco 

de calidez que dejaron en sus hogares, resulta un acto reproblable las 

agresiones y actos vandálicos que dieron lugar al destrozo de bienes-

inmuebles. No solamente por la pérdida material, porque refleja 

destrucción, agresión, indiferencia y la falta de sensibilidad humana al 

trabajo efectuado por esta asociación y a los derechos humanos de 

los migrantes. Derivado de estos acontecimientos viene a mi mente 

muchas históricas contra la desigualdad, la indiferencia, la 

discriminación, o la sed de venganza, tal y como lo expreso en el 

discurso I HAVE I DREAM “Tengo un sueño” por MARTIN LUTHER 

KING, “No saciemos nuestra sed de libertad tomando de la copa de la 

amargura y el odio. Siempre debemos conducir nuestra lucha en el 

elevado plano de la dignidad y la disciplina. No debemos permitir que 

nuestra protesta creativa degenere en violencia física…. MARTIN 
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LUTHER KING”. La justicia y la libertad es una búsqueda nata del ser 

humano, así como la movilidad humana y la libertad de tránsito, la 

cual se encuentra contemplada en el artículo 11 de la constitución 

política de los estados unidos mexicanos, y del cual, el primer párrafo 

versa: Toda persona tiene derecho para entrar en la República, salir 

de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de 

carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos 

semejantes. El ejercicio de este derecho estará subordinado a las 

facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad 

criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a 

las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración 

y salubridad general de la república, o sobre extranjeros perniciosos 

residentes en el país. Por lo que, si bien es cierto, que están personas 

están, entran a nuestro país, de forma ilegal, y se encuentran de paso 

para lograr sus objetivos, también es cierto, que deben ser respetados 

sus derechos humanos y sobre todo respetar a las personas que de 

manera sensible y humanitaria les prestan auxilio en su paso por 

nuestro país, y, sobre todo, en nuestro estado. Por lo anterior, hago 

un llamado a las autoridades competentes para que se continúe con 

las investigaciones pertinentes en el esclarecimiento de los hechos 

suscitados en días pasados, es cuánto, Presidenta. Presidenta dice, 

se concede el uso de la palabra al Diputado Omar Miltón López 

Avendaño; Con el permiso de la Mesa Directiva, el Derecho a la 

Verdad cuyo origen es el Derecho Internacional Humanitario. 

Establece la obligación del Estado a buscar a las personas 

desaparecidas. Consecuentemente, es indiscutible que los casos de 
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desaparición forzada, el Derecho a la Verdad tiene una faceta 

especial que es el conocimiento de la suerte y el paradero de las 

víctimas. Luego entonces los criterios sobre el Derecho a la Verdad en 

el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, aplicables al “Caso 

Iguala”, se encuentran vinculados directamente con el fenómeno de la 

desaparición forzada. La Corte Interamericana de Derechos Humanos 

ha establecido que la privación del acceso a la verdad de los hechos 

acerca del destino de un desaparecido, constituye una forma de trato 

cruel e inhumano para los familiares cercanos, por lo que el 

esclarecimiento del paradero final de la víctima desaparecida permite 

a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados por la 

incertidumbre respecto del destino de su familiar desaparecido. El 

proemio de una intervención tiene relación con la reciente noticia dada 

a conocer sobre la liberación de veinticuatro implicados en el caso de 

Iguala, donde cuarenta y tres alumnos de la Normal de Ayotzinapa 

fueron objeto de desaparición forzada sin que hasta la fecha se halla 

clarificado con exactitud la suerte que corrieron estos jóvenes 

normalistas y donde sale a relucir el nombre del ahora Secretario de 

Gobierno del Estado, el Licenciado José Aarón Pérez Carro. A 

manera de remembranza, traigo colación, una nota publicada por el 

Periódico “El Universal”, de fecha primero de diciembre de dos mil 

quince, titulada ¿Quiénes José Aarón Pérez Carro? Refiere de 

manera textual: con una experiencia de diecisiete años en el servicio 

de procuración de justicia, José Aarón Pérez fue nombrado por el 

subprocurador de Derechos Humanos, Eber Betanzos, el titular de la 

investigación para el caso Iguala. Egresado de la Universidad 
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Autónoma de Tlaxcala, Pérez carro inicio su carrera en mil 

novecientos noventa y ocho como agente del Ministerio Público de la 

Federación, como fiscal ejecutivo asistente, fiscal ejecutivo adjunto y 

fiscal ejecutivo titular. Su destacado trabajo lo llevo a tomar la 

Subdirección de Amparo, luego fue el director de Control de Procesos. 

Dentro de la PGR fungió como director general Adjunto de Procesos 

de Amparo; director general de Procesos y Amparo. Antes de ser 

nombrado el encargado de la investigación de la desaparición de los 

normalistas se desempeñó como secretario técnico del Subprocurador 

de Derechos Humanos. Hasta aquí la cita. Tomo como referencia la 

nota de este rotativo nacional para precisar el momento del que el 

Licenciado José Aarón Pérez Carro tomo las riendas de la 

investigación para el caso Iguala; pues la simple fecha de su 

designación al frente de tan relevante investigación nos permitirá 

apreciar el papel que el ahora Secretario de Gobierno del Estado de 

Tlaxcala, tuvo de las indagatorias sobre la desaparición forzada de 

cuarenta y tres estudiantes de la Normal Rural Raúl Isidro Burgos, de 

Ayotzinapa, y que a la fecha derivó veinticuatro implicados en el caso 

Iguala. De esta forma llama la atención que la recomendación número 

15VG/2018 caso Iguala, emitida por la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, el veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, 

este organismo nacional garante de la protección de los Derechos 

Humanos, refiere que las investigaciones realizadas hasta ahora el 

caso por las autoridades de procuración de justicia no han sido 

suficientes para dar respuesta satisfactoria a los legítimos reclamos 

de verdad y justicia de las víctimas y los planteamientos de la 
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sociedad. En el caso Iguala la verdad no se ha alcanzado, son 

muchos los pendientes que tiene que resolver la autoridad con el afán 

legítimo de contribuir en la búsqueda de la verdad y de encontrar 

respuestas a interrogantes sobre los hechos sucedidos los días 

veintiséis y veintisiete  de septiembre de dos mil catorce ante la 

versión que planteo públicamente la procuraduría general de la 

república, consistente en el hecho de que los cuarenta y tres 

estudiantes de la Escuela Normal Rural Raúl Isidro Burgos fueron 

privados de la libertad, privados de la vida, sus cuerpos incinerados 

en el basurero de Cocula, y sus restos arrojados al rio de San Juan, 

emergida de una investigación que dejó dudas y que incluso llevo a 

cuestionar la eficiencia y eficacia de la Institución Ministerial, se 

generaron toda una clase de investigaciones, y consecuentes 

versiones de los hechos los que dio pie a algunos casos por su puesto 

sin demerito a la libertad de expresión a especulaciones sobre lo 

sucedido. En todo este bagaje hubo algunas aportaciones, también se 

encontraron posiciones carentes de sustento y que desde luego no 

correspondían con la realidad irremediablemente, estas provocaron 

confusiones generalizadas. Toda esta serie de investigaciones y 

versiones, obligaron a destinar tiempo a verificar y analizar la 

verosimilitud a la luz de las evidencias comentadas por el expediente 

que integro la comisión nacional de derechos humanos. La 

problemática que tuvo que afrontar la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos para hacerse de la información relativa al Caso, 

denota y evidencia la falta de cooperación de autoridades que 

deberían ser las primeras en mostrar su compromiso con los 
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Derechos Humanos. Se trata de autoridades que ante requerimientos 

de información y/o documentación adoptaron actitudes de dilación 

para otorgar la información, la proporcionaron de manera parcial, en 

otros casos, la respuesta dada por la autoridad no correspondía al 

requerimiento que se formuló, hasta llegar al punto de negar la 

información con argumentos infundados o, en el extremo, de plano, 

hacer caso omiso a la petición planteada. Esta situación criticable, 

impidió que se tuviera acceso ágil e inmediato a la información 

requerida. En la obtención de información para la investigación de los 

hechos de Iguala, se volvió una constante que la Procuraduría 

General de la República, desdeñara las facultades de este Organismo 

Nacional y negara la documentación que le fue requerida, alegando 

infundadamente la reserva de las actuaciones, como si fuera un 

particular el que demandara la necesidad de contar con la información 

y no un Organismo Autónomo Defensor de los Derechos Humanos, a 

quien la Constitución faculta expresamente para llevar a cabo este 

cometido, se citan los casos siguientes: ● La CNDH, el cinco de mayo 

de dos mil quince, solicitó a la Procuraduría General de la República, 

informara si en el curso de las investigaciones, había ofrecido a algún 

inculpado o le fueron solicitados los beneficios que contempla la Ley 

Federal Contra la Delincuencia Organizada, de ser así, precisara si 

fueron otorgados, en su caso, en qué consistieron, o bien el motivo 

por el cual se negaron, del mismo modo indicara, si había recibido 

colaboración de algún testigo no participante en los hechos materia de 

las indagatorias. En respuesta, un año dieciocho días después, el 

veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, la Subprocuraduría de 
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Derechos Humanos, Prevención del Delito y Servicios a la 

Comunidad, manifestó imposibilidad para proporcionar esa 

información, ya que señaló vulneraría la seguridad e identidad de las 

personas que hubiesen solicitado u obtenido el apoyo, protección y 

beneficios a que se refieren los preceptos de la Ley antes citada. 

Luego entonces, si consideramos que en proceso de obtención de 

información que estaba realizando la CNDH, la propia Procuraduría 

General de la Republica, a través de la subprocuraduría de derechos 

humanos, prevención del delito y servicios a la comunidad, a la cual 

estaba adscrito al ahora secretario de gobierno de Tlaxcala, mostro 

una actitud dilatoria con el afán de entorpecer o negar el derecho a la 

verdad respecto a los acontecimientos del día veintiséis y veintisiete 

de septiembre del dos mil catorce, derechos que tienen los familiares 

de las víctimas y toda la sociedad mexicana entonces podemos 

presumir que el estado mexicano incumplió con su obligación de 

adoptar todas las medidas necesarias para el esclarecimiento de lo 

sucedido. Debe señalarse que la recomendación emitida por la CNDH 

se advirtieron omisiones de eficiencias y regularidades cometidas por 

las autoridades ministeriales, policías y ministeriales que estuvieron y 

están a cargo de la investigación de los hechos ocurridos los días 

veintiséis y veintisiete de septiembre del dos mil catorce en Iguala 

Guerrero, las autoridades ministeriales, policías y periciales del ámbito 

local y federal que se desempeñaron de forma deficiente e irregular 

retrasaron la debida procuración de justicia y en algunos casos, 

provocaron la destrucción y alteración de los indicios, huellas, 

vestigios, instrumentos u objetos de delito que ponen en riesgo su 
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valor probatorio. De manera textual, en dicha recomendación, se 

refiere que una omisión alterada en la que ha incurrido en la 

representación del interés social de la federación es no haber 

profundizado en sus investigaciones, que la procuraduría general 

ejercito acciones penal en contra de los perpetradores de los hechos 

por su probable responsabilidad en la comisión de diversos delitos 

pero no por la desaparición forzada de personas, y que la falta de 

capacidad profesional del personal sustantivo para cumplir 

cabalmente con sus funciones investigativas, la falta de claridad sobre 

los hechos a indagar, la omisa coordinación y la deficiente directriz en 

la línea de investigación, la demora de la solicitud de información y la 

documentación, la perdida de indicios, instrumentos y objetos de 

delitos, la falta de actuación oportuna e inmediata en el lugar de los 

hechos, la falta de exhaustividad y eficiencia en los interrogatorios, la 

falta de claridad en la narración de los hechos vertidos en 

declaraciones entre otros, trajo como consecuencia que no se alcance 

la verdad con los hechos de iguala. Requisito indispensable para 

materializar el derecho de las víctimas a la vedad y a la justicia, 

cuestiones que a su vez son necesarias en la inspiración de la no 

repetición de los hechos. Desafortunadamente lo que en su momento 

fue observado por la CNDH ahora se ha traducido en la liberación de 

veinticuatro personas que estuvieron implicadas en los sucesos 

criminales, suscitados hace casi cinco años en Iguala Guerrero, 

circunstancia que en voz del Subsecretario de los Derechos 

Humanos, Población y Migración de la Secretaria de Gobernación, 

Alejandro Encinas, se trata de una afrenta a las víctimas, a los padres 
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de familia, y a la justicia de nuestro país, es una burla a la justicia, ya 

que estas resoluciones alientan y silencian la complicidad y la 

impunidad para conocer la verdad y muestra la miseria, la 

podredumbre en que se encuentra el sistema de impartición de justicia 

en nuestro país. En las declaraciones del señor Alejandro Encinas, se 

precisa que se fincaran cargos en contra del Ex Procurador General 

de las República Jesús Murillo Karam, y el Exdirector de la Agencia de 

Investigación Criminal Tomás Zerón de Lucio y del primer encargado 

de la investigaciones del caso Ayotzinapa, José Aarón Pérez Carro, 

luego entonces es indiscutible la necesidad de que las autoridades del 

orden estatal en nuestra entidad muestren ese compromiso con el 

esclarecimiento de la verdad pero sobre todo con la justicia, es por 

esta razón que sin poner en tela de juicio el profesionalismo del 

Secretario de Gobierno el Licenciado José Aarón Pérez Carro se 

exhorta respetuosamente al Gobernador del Estado para que iste al 

encargado de la política interna de nuestra entidad a que se separe de 

manera temporal de su cargo para que con estricto apego a la 

legalidad colabore en las indagatorias que el Gobierno Federal 

instrumente a efecto de que se deslinden responsabilidades, pues en 

el supuesto del inicio de un proceso indagatorio por parte de la 

Fiscalía General de la Republica, lo correcto es que el Licenciado 

Pérez Carro, esta circunstancia no sea motivo para que le distraiga de 

sus funciones al frente de la Secretaria del Gobierno del Estado y se 

ocupe de tiempo completo en la elaboración  de su defensa, debo 

aclarar que si de la indagatoria se desprende la no responsabilidad del 

Licenciado Pérez Carro, en Acción Nacional nos manifestaremos para 
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solicitarle al Gobernador, para solicitarle al Gobierno Federal lleve a 

cabo los procesos resarcitorios que permitan salvaguardar la 

reputación y fama del actual Secretario de Gobierno, en caso contrario 

seremos los primeros interesados que se sancione efectivamente las 

omisiones, demoras y falta de pericia que la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos a documentado. Señor Gobernador del Estado, 

los mexicanos necesitamos que nuestras autoridades hagan efectivo 

el Derecho a la Verdad, pero sobre todo el derecho a una impartición 

de justicia pronta, gratuita y expedita, tal y como lo consagra la Carta 

Magna Federal. En aras de la protección de estos derechos en Acción 

Nacional lo combinamos a pedirle la separación temporal de su cargo 

al Secretario de Gobierno al Licenciado José Aarón Pérez Carro, es 

cuanto, señora Presidenta. Presidenta dice, se concede el uso de la 

palabra a la Diputada Leticia Hernández Pérez; Con el permiso de la 

mesa directiva compañeras y compañeros diputados, representantes 

de los medios de comunicación, publico que nos honra con su 

presencia, hago uso de esta, la máxima tribuna en el estado, para 

referirme a uno de los temas que más aceleraciones ha ocasionado 

en las mujeres de nuestro país, de nuestro estado, y sus familias, el 

feminicidio, fenómeno que es hasta que en estos momentos recientes, 

que se ha comenzado a visibilizar, pero existe un incontable número 

de víctimas, hoy día en imposible verlo y no aceptarlo, ya que su 

realización implica actos de violencia extrema, y contenido 

deshumanizante, tortura, mutilaciones, quemaduras, violencia sexual, 

no podemos ser ciegos ante estas acciones, hoy la visibilización nos 

abre la ventana y nos deja ver la descomposición social y la 
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incapacidad del gobierno en el diseño, elaboración, y aplicación de 

políticas públicas  que prevengan, investiguen, y sancionen el delito 

de feminicidio. Es por lo anterior que hago un reconocimiento a las 

diputadas y diputados del grupo parlamentario del partido acción 

nacional en la cámara de diputados del congreso de la unión, y en 

especial a la diputada federal Adriana Dávila Fernández por la 

presentación de la iniciativa con Proyecto de Decreto para expedir la 

ley general para prevenir, sancionar y erradicar el delito de feminicidio. 

Sé que este es el primer gran paso al combate de este delito, hoy 

lamentablemente tenemos muchas víctimas silenciosas. A sus 

familias decirles que en el partido acción nacional estamos asumiendo 

el compromiso de forma decidida y sin simulación para general los 

mecanismos legales necesarias que faculten y obliguen de ser 

necesarios a los gobiernos o para que destinen los recursos 

económicos y humanos suficientes y diseñen políticas públicas de 

prevención y de protección de cualquier forma de violencia contra las 

mujeres. Que se investigue y sancione a los responsables, que se 

extienda a las víctimas, que se atienda a las víctimas colaterales, no 

podemos esperar menos de la legislatura de la paridad de género, ni 

una menos, vivas nos queremos, es cuanto, señora Presidenta. 

Presidenta dice, ¿Algún otro diputado desea hacer uso de la palabra? 

En vista de que ninguna Diputada o Diputado más desea hacer uso de 

la palabra, se procede a conocer el orden del día para la siguiente 

sesión, 1. Lectura del acta de la sesión anterior, 2. Lectura de la 

correspondencia recibida por este congreso del estado, 3. Asuntos 

generales. Agotado el contenido del orden del día, y siendo las trece 
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horas con seis minutos del día diecinueve de septiembre de dos mil 

diecinueve, se declara clausurada esta sesión y se cita para la 

próxima que tendrá lugar el día veinticuatro de septiembre del dos 

mil diecinueve, en esta misma Sala de Sesiones del Palacio Juárez, 

Recinto Oficial del Poder Legislativo a la hora señalada en el 

Reglamento. Levantándose la presente en términos de los artículos 50 

fracción III y 104 fracción III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 

y firman los ciudadanos diputados secretarios que autorizan y dan fe. -  
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